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Introducción
Durante algo más de una década la percepción de que la inseguridad es un problema creciente, de que las organi-zaciones fundantes del Estado no son dignas de crédito, 
de que sus funcionarios son corruptos y la falta de confianza en 
los vínculos interpersonales han afectado a muchos países de 
América Latina. En ese escenario la Argentina muestra señales 
particularmente agudas del problema. Por ejemplo, los datos de 
la encuesta Latinobarómentro indican que entre 1997 y 2003 más 
del 90% de la población argentina percibía un crecimiento del 
problema de la inseguridad, mientras que para esos mismos años, 
entre el 40 y el 50% se declaraba víctima de un delito y más del 
90% percibía que la corrupción de los funcionarios públicos iba en 
aumento. Consistentemente con ello, menos del 5% de la pobla-
ción declaraba confiar en la justicia y entre el 5 y el 10% creía en la 
policía. Notablemente, entre el 20 y el 30% de los argentinos mani-
festaba confianza en sus conciudadanos, un porcentaje que si bien 
es bajo en términos absolutos, pone a la Argentina entre los países 
de la región donde las personas más creen en sus congéneres.1
Vínculos territoriales y experiencias 
de inseguridad en estados de 
confiabilidad incierta
Alejandro Isla
Professor de la Flacso
Daniel Míguez
Professor de la Unicen
Recebido em: 30/07/2011 
Aprovado em: 09/04/2012
Em várias regiões da América Latina, experiências 
e percepções de insegurança tornaram-se um 
dos epicentros a partir dos quais se configuram 
representações do Estado, práticas sociais e formas 
específicas de relação social. Com base em dados 
produzidos por um survey e de materiais coletados 
por meio de pesquisa etnográfica, analisamos esses 
processos de configuração a partir da observação da 
dinâmica de interação que têm lugar em redes sociais 
territoriais em enclaves urbanos pobres da Argentina 
e as formas como órgãos públicos e episódios de 
vitimização nelas se inscrevem.
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In several regions of Latin America, experiences and 
perceptions of insecurity have become one of the 
epicentres for forming representations of the State, 
social habits and specific forms of the social relation. 
Based on data produced by a survey and materials 
gathered through ethnographic research, Territorial 
Connections and Experiences of Insecurity in States 
of Uncertain Reliability analyze these processes of 
configuration in view of the interactive dynamic found 
in territorial social networks in poor urban areas of 
Argentina and how the public authorities and episodes 
of victimization become involved.
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1  Comparado con Uruguay, Chile 
y Brasil la Argentina tiene, en ge-
neral, los indicadores más críticos 
de la región. Por ejemplo, entre 
1997 y 2003 en promedio entre 
el 76% y algo menos del 80% de 
la población de estos países perci-
bía un crecimiento de la inseguri-
dad (contra más del 90% en la Ar-
gentina); además en ese lapso en 
promedio entre el 20% y el 40% 
de la población de Chile, Brasil y 
Uruguay declaraba ser víctima 
de delitos contra una tasa que 
oscilaba entre el 40% y 50% en 
Argentina. En Uruguay y Brasil la 
confianza en la justicia y en la poli-
cía oscilaba entre el 10% y el 20% 
(mientras discurría entre el 5% y 
el 10% en Argentina). Sin embar-
go, la confianza interpersonal en 
Chile y Brasil era en general más 
baja que en Argentina, oscilaba 
en un rango entre el 10% y el 20% 
en el primer caso y era inferior al 
5% en el segundo. De manera 
que, si bien existen tendencias 
similares en todos estos países, 
salvo en el caso de la confianza 
interpersonal, Argentina muestra 
las tendencias más negativas.
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Nuestro propósito en este trabajo consiste en dar cuenta 
de algunos de los procesos que han dado lugar a estas particu-
lares percepciones de la realidad que están presentes entre los 
argentinos, y que se extienden en diversos grados a otros países 
de la región. Pero a nuestro juicio, entender estos procesos im-
plica develar la compleja manera en que se inciden recíproca-
mente las experiencias de inseguridad, las maneras en que el 
Estado y sus agencias se “inscriben” en esas experiencias y las 
formas en que los lazos y vínculos interpersonales son afecta-
dos por estos factores. Es decir, concebimos que, al menos en 
parte, estas percepciones no se producen “aisladamente” unas 
de otras sino que se coproducen; se inciden recíprocamente, al 
menos en algunos ámbitos y en ciertas circunstancias.
Para pensar estas formas de imbricación, partimos de 
una comprensión del Estado que no lo concibe como una 
entidad homogénea que actúa sistemáticamente siguiendo 
el mandato “abstracto” de la ley. Recogiendo las pioneras 
advertencias de Radcliffe Brown (1941, p. xxiii) preferimos 
evitar una representación del Estado que lo postule “como 
una entidad que está por encima de los individuos huma-
nos que conforman la sociedad (…) como algo que posee 
voluntad (a menudo se define a la ley como la voluntad del 
Estado) o que emite órdenes”. En contraposición a esta con-
cepción “abstracta”, pensamos al Estado como una entidad 
compuesta por agentes que incluso a su interior mantienen 
conflictos entre sí y que no operan necesariamente siguien-
do el marco normativo que les da origen. Es decir, recono-
cemos al Estado como una pluralidad de organizaciones y 
actores que operan complejamente en la trama social, in-
tervienen en ella mediante prácticas que no son plenamente 
consistentes y producen efectos que no siempre controlan. 
Sin embargo, tampoco queremos extralimitar esta perspec-
tiva ya que podría conducirnos a un error alternativo. 
Pese a que el Estado posee una dimensión “concreta” 
manifestada en organizaciones específicas, integradas por 
actores sociales “de carne y hueso” que desarrollan prácticas 
con efectos tangibles (y no necesariamente exentas de contra-
dicciones), como lo ha mostrado Taussig (1992), el Estado es 
también un principio abstracto. Y no nos referimos aquí sólo 
a su condición de “concepto” propio de las ciencias sociales, 
sino a una de las dimensiones que adquiere en tanto entidad 
social. El Estado y su expresión en “la ley”, las instituciones 
formales y sus investiduras, operan como representaciónes 
míticas de un poder y de un “deber ser” que actúa como refe-
rencia social. De manera que el Estado posee mediante una 
suerte de fetichismo2 la capacidad de reificar la realidad im-
poniendo una percepción de la misma que esta simbolizada 
en él, y que consagra, aunque no rige estrictamente, el siste-
ma de relaciones socialmente establecidas. Sin embargo, esta 
imagen no es nunca absoluta. Las tensiones que atraviesan a 
la entidad real del Estado desnudan sus contradicciones, ras-
gando el velo mítico que él en parte encarna. Así, el Estado 
es a la vez abstracción y la expresión imperfecta, incluso al 
punto de contradecirla, de esa misma abstracción. 
El punto aquí es que estas tensiones no escapan a la per-
cepción de los actores sociales que justamente notan, aunque 
sea ocasional y tangencialmente, la distancia entre lo que el 
Estado y sus fuerzas derivadas proponen como “deber ser” 
y lo que efectivamente son. Y es por ello que conocer la ma-
nera en que esta tensión opera en la sociedad es lo que mejor 
permite comprender la incidencia de las diversas expresio-
nes del Estado en los procesos sociales. 
Partiendo de esta perspectiva, la hipótesis que propo-
nemos en este trabajo es que en el caso del Estado Argen-
tino, esta tensión entre lo que el Estado “dice que es” o que 
debería ser y lo que “efectivamente es” resulta tan marcada 
que este ve seriamente limitada su capacidad mitificadora, 
lo que genera altos niveles de incertidumbre y desconfianza 
en las agencias destinadas a la administración de los marcos 
legales. Y, a su vez, estos niveles de incertidumbre y descon-
fianza inciden notablemente en cómo se tejen y destejen los 
vínculos sociales y en cómo se generan sensaciones y he-
chos de inseguridad al interior de esos vínculos. En lo que 
sigue intentaremos contrastar estas premisas combinando 
dos aproximaciones. Por un lado, expondremos los datos de 
una encuesta en la que se ponen en evidencia los niveles de 
descrédito que afecta a las agencias del Estado en general y 
en particular a aquellas que se vinculan a la cuestión de la 
inseguridad. Por otro lado, utilizaremos material etnográfico 
para mostrar la forma en que los episodios de inseguridad 
se inscriben e impactan en lazos sociales que se construyen 
en un enclave urbano pauperizado y segregado y la forma 
2  Taussig utiliza la noción 
de “fetichismo” en el clási-
co sentido en que lo utilizó 
Marx en relación a la mer-
cancía y al estado burgués: 
algo a lo que se le atribuye, 
falsamente, una entidad 
propia; que no reconoce 
el sistema de relaciones 
sociales y las condiciones 
históricas concretas que la 
constituyen y le dan vida. 
En este sentido, el trabajo 
de Taussig remite al senti-
do fundacional del princi-
pio de igualdad del Estado 
burgués que al presentar 
como de vigencia real a la 
premisa de que “todos so-
mos iguales ante la ley” la 
reifica, disimulando en la 
igualdad formal de dere-
chos individuales a la desi-
gualdad que se manifiesta 
en las “condiciones reales 
de existencia” concretas 
e históricamente experi-
mentadas.
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en que el Estado y sus agentes intervienen en esos procesos. 
Así, ambas aproximaciones se complementan recíprocamen-
te, una poniendo en evidencia un extendido sistema de re-
presentaciones relacionadas al Estado y la inseguridad y otra 
mostrando las prácticas (micro)sociales a través de las cuales 
se producen esas construcciones de sentido. 
Desconfianza e inseguridad: una visión panorámica
Entre los años 2004 y 2006 realizamos una encuesta en 
seis ciudades de la Argentina que totalizó una muestra de 
4800 casos. La encuesta fue diseñada luego de varios años 
de investigación etnográfica en barrios pobres de distintas 
localidades del país, con el objetivo de observar en qué me-
dida las realidades particulares captadas en ellos podían ser 
generalizadas más allá de los casos específicos que habíamos 
estudiado. Los resultados de la investigación etnográfica fue-
ron sintetizados en el concepto de “fragmentación social” a 
través del cual pretendimos captar, como ya indicamos, las 
formas en las que se asociaban los sistemas de relación social 
territorializados que habíamos estudiado, la participación 
que el Estado tenía en ellos y los episodios y sensaciones de 
inseguridad que tenían lugar al interior de esa trama social. 
Para analizar más detalladamente estas tramas sociales 
y las representaciones que emergían en ellas en la encuesta 
distinguimos analíticamente dos formas de fragmentación 
social. En principio, una de esas formas de fragmentación 
aludía a la manera en que se articulan los sistemas de re-
lación social en el ámbito territorial vecinal. Partiendo de 
los clásicos trabajos de autores como Whyte (1942), Shaw 
y Mackay (1942), Kobrin (1951) o Cloward y Ohlin (1960) 
entre otros, concebimos a la fragmentación como incon-
sistencias en los consensos morales y sentimientos de con-
fianza mutua que se desarrollan en las esferas privadas e 
íntimas propia de los lazos vecinales y familiares. En épo-
cas recientes, desde este enfoque se ha testado esta hipóte-
sis operando en dos sentidos inversos. De un lado, algunos 
han tomado contextos donde se articulaban altos niveles de 
marginalidad social (medida como bajos niveles de ingreso, 
precariedad habitacional, hacinamiento, bajo nivel educa-
tivo, etc.) y se ha buscado establecer su relación con redes 
sociales débiles, desconfianza entre vecinos y altos niveles 
de violencia interpersonal. En general, los estudios en este 
sentido han llegado a conclusiones algo contradictorias. 
Por ejemplo, hay quienes encontraron fuertes asociaciones 
entre condiciones sociales desfavorables y la incidencia de 
hechos de violencia (SMITH, 1984; KRIVO y PETERSON, 
1996; BREWER, LOCKHART y RODGERS, 1998), y hay 
quienes en comparaciones rigurosas entre distintas loca-
ciones no encontraron resultados consistentes (HERDER 
y HIVE, 1985; HIPP, 2007). Por otro lado, otra estrategia 
de indagación se ha centrado en observar si las redes socia-
les de colaboración dentro de un ámbito territorial podían 
operar preventivamente sobre los episodios de violencia de-
lictiva, nuevamente los resultados no han sido plenamente 
conclusivos. Mientras algunos autores encontraron fuertes 
asociaciones (TAYLOR, 1996; DONELLI y MAJKA,1998; 
WALKLATE, 1998) otros no lo han hecho en la misma me-
dida (MIETHE y Mc DOWALL, 1993).
Ha habido poca aplicación de este paradigma en el 
contexto de América Latina. Una temprana y embrionaria 
indagación para el caso Argentino, particularmente en la 
ciudad de Córdoba, sugería que para esos años y en esos 
ámbitos se confirmaría la hipótesis original de que las tra-
mas sociales conflictivas implican mayor incidencia del 
delito, mientras que los vínculos territoriales de mayor in-
tegración los previenen (DE FLEUR, 1967a, 1967b, 1970). 
Notablemente, en sentido contrario, exploraciones más 
recientes en Brasil sugieren que no existen vínculos claros 
entre los niveles de cohesión interna de un barrio y las ta-
sas de victimización, aunque si que los lazos sociales más 
cohesivos se vinculan a mayor percepción del riesgo de ser 
victimizado (VILLAREAL y SILVA, 2006).3   
Ahora bien, si estos enfoques integrados a los resultados 
de nuestros trabajos de campo nos han permitido pensar una 
de las posibles dimensiones de la fragmentación social, ese 
mismo trabajo de campo desnuda una de las principales limi-
taciones de estas aproximaciones al ser aplicadas en contex-
tos latinoamericanos. Nuestras indagaciones indican que al 
menos en el contexto argentino la manera en que se articula 
la urdimbre de relaciones en el espacio vecinal no puede ser 
3  Estos autores sugieren 
que en tramas sociales con 
contactos más frecuentes 
y cercanos, la información 
sobre los episodios de vio-
lencia circula más rápida-
mente por todo el sistema 
de relaciones sociales in-
crementando la sensación 
de exposición al delito.
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4  Hemos elaborado la dife-
rencia entre confianza y cre-
encia partiendo de la distin-
ción planteada por Luhmann 
(1988, p. 95) entre relaciones 
de familiaridad y vínculos 
basados en la confianza. Las 
relaciones de familiaridad 
y los sistemas de creencias 
están sostenidos en una 
identificación emocional y 
en cierta medida irracional 
con personas y valores que 
no implica ninguna evalua-
ción de los grados de riesgo 
a la decepción que involucra 
una relación humana. Como 
en el concepto de “habitus” 
de Bourdieu o en el de “sen-
tido común” de Gramsci, la 
familiaridad esta basada en 
predisposiciones cognitivas, 
emocionales y actitudinales 
muy elementales que se ad-
quieren en la socialización 
y que constituyen verdades 
incuestionables sobre las que 
los actores sociales nunca du-
dan. En cambio, las relaciones 
públicas de confianza están 
basadas en una actitud más 
racional, implican una calcu-
lada estimación de la posibili-
dad de que el otro cumpla (o 
no) con lo que se espera de él.
comprendida si no se tienen en cuenta las maneras en  que 
el Estado se inscribe en esas relaciones (MIGUEZ e ISLA, en 
prensa). Así, en nuestra concepción, la forma en que se arti-
culan los vínculos en las tramas sociales más íntimas de pa-
rentesco y amistad en el entorno vecinal, está influida por la 
forma en que diversos actores estatales generan condiciones 
en las que esas tramas se constituyen y desarrollan. Por ese 
motivo, concebir las dinámicas que dan lugar a la fragmen-
tación en tramas sociales territoriales implica considerar los 
roles que juega el Estado y las formas de relación que la po-
blación pueda tener con él. Es decir, pensar la fragmentación 
social en este contexto, implica considerar las tensiones que 
puedan darse con las agencias de orden público.
En consecuencia, de las anteriores consideraciones 
se distinguen dos dimensiones de la fragmentación so-
cial que consideraremos en este trabajo. Por un lado, la 
presencia de tensiones en los vínculos de confianza que 
articulan a la población civil con las organizaciones del 
Estado. Por otro lado, también pensamos en las tensiones 
que se manifiestan en los consensos morales y los siste-
mas de creencias que estructuran el tejido social en los 
contextos cotidianos y de intimidad, como las relaciones 
familiares y de amistad del entorno vecinal. 
Ahora bien, aunque estas dimensiones pueden dis-
tinguirse analíticamente, pensamos también en las po-
sibles articulaciones entre estos dos planos. Como las 
instituciones políticas se encuentran basadas en vínculos 
de “confianza” son objeto de un elaborado cálculo en el 
que los ciudadanos buscan cer la medida en que 
esas agencias públicas cumplen con las expectativas que 
se tiene sobre ellas. Pero la existencia de un orden social 
estable requiere, además, de ciertos niveles de “fe” o “con-
fianza ciega” en las organizaciones del Estado (MISZTAL, 
1998); es decir una suerte de consubstanciación emocio-
nal con el sustrato moral en el que están basadas las ins-
tituciones constituyentes (como la justicia o el sistema 
de gobierno) de ese mismo orden. De manera que, para 
que se instaure un orden social estable, es necesario que 
exista una suerte de precontrato emocional sobre el que se 
naturalicen o hagan “familiares” – en el sentido de Luh-
mann (1988, p. 95)4  – a las instituciones públicas. 
Es posible pensar también que esta relación entre el sus-
trato emocional y el sistema institucional es en cierta medida 
circular. Si, por un lado, las organizaciones públicas tienden 
a sustentarse, en última instancia, en la reproducción de un 
orden moral que se desarrolla en la esfera íntima, es tam-
bién posible plantear un vínculo inverso. Viendo los escena-
rios sociales más frecuentes en la Argentina, nos planteamos 
también la posibilidad de que la falta de cumplimiento de las 
organizaciones públicas con los sentimientos comunitarios 
y los valores compartidos podría tensionar el precontrato 
emocional que regula las relaciones cotidianas en las tramas 
de sociabilidad que se constituyen en los enclaves urbanos 
segregados y pauperizados de la Argentina. En este sentido 
son varios los trabajos que ya sugieren que la imprevisibili-
dad e inconsistencia de la acción del Estado vuelven también 
poco confiables a los propios lazos interpersonales basados en 
contratos afectivos y sistemas básicos de creencia (KESSLER, 
2002; PUEX, 2003; ROSSINI, 2003; ISLA y MANCINI, 2008).
Un elemento importante para entender el contexto en 
el que planteábamos estos puntos de partida es que tanto los 
trabajos de campo iniciales como la encuesta fueron desarro-
llados durante un período de expansión de las tasas de delito 
y, sobre todo, de la sensación de inseguridad en la población. 
Entre 1982 y 2002 la evolución de los hechos con intervención 
policial mostró una franca expansión de los delitos contra la 
propiedad. Estos se incrementaron un 600% en ese lapso, pa-
sando de aproximadamente 400 casos cada 100.000 personas 
por año a 2497 denuncias por año. En el caso de los delitos con-
tra las personas no es posible analizar un período tan extenso, 
ya que las fuentes disponibles solo aportan datos confiables a 
partir de 1990. Pero tomado el lapso para el que existen datos 
puede constatarse una fuerte expansión: entre 1990 y 2007 la 
tasa creció de 242 a 697 casos cada 100.000 personas por año, 
evidenciando una expansión de aproximadamente 300%.5 Por 
otro lado, aunque sabemos que no existen coincidencias plenas 
entre los grados de temor al delito y las tasas objetivas de ex-
pansión del mismo, es claro que esta evolución de los hechos 
criminales fue acompañada de una sensación de creciente in-
seguridad como lo ponían en evidencia los datos de Latino-
barómetro que presentamos inicialmente y nuestras propias 
estimaciones al respecto (MÍGUEZ e ISLA, 2010, pp. 112-115).
5 Existe una prolongada 
controversia acerca de la 
posible validez y sesgos de 
esta información. Es claro, 
en ese sentido, que la in-
formación recogida por la 
policía y el sistema judicial 
adolece de múltiples limi-
taciones resultantes de la 
variación en las políticas 
institucionales y en los 
sesgos y omisiones que 
frecuentemente ocurren 
en sus registros (SOZZO, 
2000; PITA y OLAETA, 2010; 
BAZZANO y PO, s/f ). Pese a 
ello, la mayor parte de los 
trabajos dedicados a eva-
luar el comportamiento de 
estos datos muestran que 
aún sin poder dar precisio-
nes mayores, la tendencia 
de crecimiento es dema-
siado pronunciada como 
para poder ser imputada 
exclusivamente al sesgo 
de las fuentes (KESSLER, 
2004; CIAFARDINI, 2008).
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recen operar en una suerte de relación circular. A la vez que 
estas minan la credibilidad de las agencias del Estado, esta 
misma falta de confianza en las agencias públicas parece pro-
fundizar la sensación de riesgo frente al delito.
En términos de la segunda dimensión de la fragmentación so-
cial, es decir la integración mediante relaciones interpersonales cer-
canas en el entorno territorial, encontramos resultados algo distintos 
de los originalmente esperados. En principio, descubrimos que un 
75% de nuestros encuestados mantenían relaciones de proximidad 
afectiva, participaban en fiestas e intercambiaban favores con entre 
una y seis familias ubicadas en un radio de 5 cuadras de sus casas 
(MÍGUEZ e ISLA, 2010, p. 81). Así, pudimos ver que, en general, los 
vínculos territoriales basados en el parentesco o la amistad articulan 
a una gran proporción de la población urbana del país. 
Sin embargo, la encuesta reveló también otro dato de interés. 
Si bien un gran porcentaje de la población mostró estar integrada 
en redes sociales territoriales, un porcentaje pequeño mantenía 
vínculos conflictivos con sus vecinos. En total el 17,5% de los 
encuestados declaró algún nivel de confrontación con personas 
residentes en un radio de 5 cuadras de su casa, y entre ellos un 
3,1% señaló que esos conflictos eran graves. Pudimos observar 
también que la incidencia de la conflictividad grave duplicaba al 
promedio (llegaba al 6,1% de la población) entre quienes vivían 
en barrios pobres y espacialmente segregados, normalmente lla-
mados “villas de emergencia” en la Argentina (el equivalente a 
las favelas en Brasil). Además, pudo observarse que entre quienes 
tenían conflictos con sus vecinos los niveles de victimización por 
todo tipo de delitos superaba marcadamente al resto.
En este marco, un primer dato que reveló nuestra encuesta es 
que la mayor parte de la población manifestaba poca confianza en 
las agencias públicas destinadas a la seguridad y al gobierno local.
En una nueva coincidencia con los datos de Latinoba-
rómetro, el Gráfico 1 muestra que en la Argentina la institu-
ción que más aprobación recibe es la policía; pero aún así solo 
merece confianza para algo más del 16% de la población. En 
el otro extremo se encuentran los políticos locales (punteros 
y concejales) que generan confianza en menos del 4% de los 
encuestados. Un dato adicional que revela el Gráfico 1 es que 
aquellas personas que han sufrido victimizaciones manifies-
tan menores niveles de confianza. De manera que es claro que 
el clima generado por la incidencia de las tasas de delito no fa-
vorece los niveles de credibilidad en las instituciones públicas.
Por otro lado, algunas estimaciones que realizamos re-
feridas a la sensación de inseguridad mostraron que existe 
también un vínculo entre esta y los niveles de confianza que 
generan las agencias del Estado. Por ejemplo, pudo consta-
tarse que entre quienes creen en alto grado en las fuerzas po-
liciales solo el 8,8% piensa que es “muy probable” que alguien 
irrumpa en su casa con motivos de robo, mientras que entre 
quienes no confían en la policía el 21,2% tiene esta sensa-
ción. Estas diferencias se repiten casi con los mismos gua-
rismos respecto de la justicia y de los organismos políticos 
como el gobierno municipal y los líderes partidarios locales. 
En síntesis, este acercamiento a través de la encuesta a 
una de las dimensiones de la fragmentación social muestra 
una cierta fractura entre la población y sus organismos pú-
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Gráfico I – Niveles de Confianza en las Agenciass del Estado
Fuente: Encuesta propia sobre victimización y fragmentación social (p=0,000 para todos los casos)
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Gráfico II – Victimizados según nivel de conflictividad vecinal
Fuente: encuesta propia sobre victimización y fragmentación social (p=0,000 para todos los casos).
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Así y en contraste con las premisas que se derivaban de 
los estudios más tradicionales sobre la relación entre pobre-
za y violencia, pudimos notar que para la mayor parte de la 
población que vive en contextos urbanos segregados y pau-
perizados, no se verifica un importante grado de tensión en 
los lazos sociales propios del entorno territorial. Sin embar-
go, si bien esto es así para la mayoría, existe una minoría que 
mantiene vínculos conflictivos con sus vecinos y que están 
más expuestos a la violencia delictiva. Esto nos lleva a pensar 
en que si bien la hipótesis de origen (de que en enclaves ur-
banos pobres y segregados encontraríamos lazos conflictivos 
vinculados a la violencia) no se confirma para la mayor par-
te de la población,  si podría ser cierto para algunos grupos 
dentro de un barrio o en ciertos momentos en la historia de 
las relaciones sociales de un actor. Tal vez, entonces, los re-
sultados contradictorios que se manifiestan en la compara-
ción entre distintas investigaciones que hemos citado sobre 
el tema, responda a las importantes variaciones que existen 
dentro mismo de los enclaves urbanos pobres. Incluso más, 
como mostraremos en la exploración etnográfica, es también 
posible que esta contradicción en los resultados sea producto 
de una suerte de oscilación entre integración y conflicto que 
poseen las mismas redes sociales dentro de un mismo enclave 
territorial. Es decir, no se trataría necesariamente de que exis-
ten grupos conflictivos y otros que no lo son, sino de la evolu-
ción circunstancial de una misma trama social en un sentido 
u otro (es decir, que los vínculos alternen entre la cooperación 
y el conflicto) y el momento en que la imagen congelada que 
revela la encuesta “atrape” a esos vínculos.
En síntesis, podemos concluir  que la encuesta muestra, 
por un lado, un ciclo de realimentación entre las experiencias 
de inseguridad y la desconfianza en las agencias del Estado re-
lacionadas con la prevención o protección de los ciudadanos 
frente al delito. Por otro lado, indica que mientras los lazos 
sociales territoriales son una importante fuente de integración 
social, también pueden tornarse conflictivos. Es importante 
notar que en el seno de esos vínculos conflictivos aparece más 
frecuentemente la victimización; aunque como mostraremos 
luego, no es claro si es el conflicto el que precede a la victimi-
zación o viceversa. Además, las relaciones sociales conflictivas 
se manifiestan más frecuentemente en enclaves urbanos mar-
ginados y pauperizados, sin embargo, justo es notarlo, esto no 
implica que este tipo de relación social predomine en esos es-
pacios, sino que las minorías que las padecen son mayores en 
esos ámbitos que en otros sectores sociales (MÍGUEZ, 2010). 
Llegados a este punto es bueno consignar que si la en-
cuesta nos ha permitido aproximar una visión general sobre 
cómo es percibido el Estado y sobre algunas características 
que asumen las relaciones sociales de base territorial en varias 
de las principales ciudades de la Argentina, esta aproxima-
ción no nos ha mostrado las formas cotidianas de interacción 
y la variedad de sentidos y representaciones que subyacen a 
las visiones “agregadas” que permite captar esta aproximación 
estadística. Como veremos, el material etnográfico nos ayuda 
a contextuar la imagen congelada que hemos presentado has-
ta aquí, mostrando las complejas dinámicas sociales que la 
encuesta solo capta en su manifestación si bien más general, 
también más epidérmica y en ese sentido “superficial”. 
Sociabilidad e inseguridad en un enclave urbano 
marginado
Con el propósito de mostrar las interfases entre las tramas 
territorializadas de sociabilidad en enclaves marginados, las ex-
periencias de inseguridad y la injerencia del Estado, hemos ele-
gido un caso. De la misma manera que la encuesta fue diseñada 
a partir de múltiples indagaciones etnográficas previas, la selec-
ción del caso surge también de esa exploración. En algunos sen-
tidos el caso elegido no es “prototípico”. Por empezar, no se trata 
de un caso en una gran ciudad y además no se trata de una villa 
de emergencia con los niveles típicos de hacinamiento y margi-
nalidad que caracteriza a la extrema pobreza en América Latina. 
Si bien veremos la manera en que se articulan política e insegu-
ridad, tampoco se trata de uno de los casos más “espectaculares” 
en los que se produce esta imbricación. Se trata de un ejemplo 
más “normal”, de una situación que no alcanza los niveles de re-
percusión pública que han tenido los casos más escandalosos de 
corrupción. Sin embargo, es por eso mismo que lo hemos elegi-
do, ya que ilustra la manera más cotidiana y habitual en la que se 
articulan prácticas sociales, se establecen relaciones sociales y se 
construyen los sentidos sobre el Estado y la inseguridad. 
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Nuestra indagación etnográfica se desarrolló entre fina-
les del 2003 y mediados del 2004 en dos organizaciones co-
munitarias de un barrio pobre de una ciudad intermedia de 
la provincia de Buenos Aires. Ambas organizaciones habían 
surgido en 2002 como respuesta a las limitaciones al acceso a 
los bienes básicos de consumo doméstico que generó la crisis 
política y fiscal que vivió la Argentina entre 2001 y 2003.6 Los 
pobladores del barrio, en su mayoría albañiles y empleadas 
domésticas, pertenecían justamente a los sectores que más 
crudamente habían recibido el impacto de la crisis. Frente a 
ello estos crearon un “Comedor Popular” y una “Huerta Co-
munitaria” que se constituyeron con los objetivos de garanti-
zar la alimentación a los niños y complementar la canasta bá-
sica de alimentos en los hogares más precarizados del barrio. 
Ambas organizaciones comunitarias resultaron de la ini-
ciativa de un matrimonio con dos hijos que mantenía un lide-
razgo informal y en cierta medida carismático sobre un grupo 
de vecinos. Esta capacidad de liderar resultaba, sobre todo, del 
carácter afable y predisposición solidaria del jefe de ese núcleo 
familiar llamado José Bueno. Se trataba de una persona relati-
vamente joven, de algo más de 30 años, sin una militancia po-
lítica partidaria o gremial orgánica, aunque con cierta afinidad 
con organizaciones no gubernamentales de la ciudad y con 
integrantes del Sindicato de Docentes de Escuelas Primarias y 
Secundarias (Suteba). Por estas vías José Bueno había conse-
guido que una organización no gubernamental, “el banco de 
alimentos”, le garantizara la provisión básica de insumos para 
las colaciones. Y que el secretario general del gremio de docen-
tes local, dueño de una casa en construcción dentro del barrio, 
facilitara esa propiedad para el funcionamiento del comedor, 
que fue así bautizado en su nombre: “La Casa de Juan”. 
La coordinación del Comedor fue asumida por Justina, 
la esposa de José Bueno, quien junto a un grupo que variaba 
difusamente entre 10 y 20 integrantes preparaba las colaciones 
que, en los momentos más álgidos de la crisis, representaban 
la principal garantía de la alimentación diaria para entre 30 y 
50 niños provenientes de las familias más carenciadas del ba-
rrio. En el caso de la Huerta Comunitaria, la coordinación fue 
delegada a una vecina, María, que disponía de unos terrenos 
prestados en los que podían sembrar fundamentalmente ver-
duras y hortalizas. Así, en torno a la Huerta, se organizó otro 
núcleo de entre 5 y 10 vecinas que colaboraba en el cultivo de 
una pequeña parcela que no tendría más de unos 10 metros 
de lado. La tarea de las vecinas consistía en el cuidado diario 
de lo sembrado y el objetivo fundamental era colaborar con el 
Comedor proveyéndole verduras y redistribuyendo el sobrante 
de lo producido entre las demás participantes de la huerta. 
Como puede verse, el funcionamiento de ambas organiza-
ciones involucraba a un grupo difuso, de tamaño difícil de esti-
mar con precisión que involucraba posiblemente entre 20 y 40 
personas y generaba beneficios para unos 40 o 50 niños en los 
momentos más álgidos de la crisis. Durante los primeros tiem-
pos la participación en estas formas espontáneas de organización 
era totalmente voluntaria. Es decir, no existían mecanismos de 
presión, ni incentivos adicionales al compromiso comunitario 
más allá de los que surgían de la actividad compartida. Si bien la 
dinámica grupal no estaba exenta de los conflictos típicos de la 
“acción colectiva” que surgen de la disputa sobre el cumplimien-
to de tareas y la competencia por los liderazgos, se mantuvieron 
mecanismos básicos de colaboración entre los participantes aún 
en los momentos de tensión que surgían de la restricción del ac-
ceso a los recursos materiales básicos.
Así, la organización del Comedor y la Huerta resulta-
ron del funcionamiento de redes sociales vecinales que en los 
momentos de crisis dieron lugar a actividades comunitarias 
que intentaban palear las carencias materiales más extremas. 
Si traemos aquí a colación los resultados de la encuesta, es 
posible pensar que son estas formas de relación social terri-
torial las que en parte se expresan en los altos porcentajes 
de la población que reconoce vínculos de proximidad con 
personas que habitan en torno a su vivienda.
Ahora bien, es interesante notar que agregando una coin-
cidencia más a lo revelado por la encuesta, encontramos que en 
estas mismas tramas se inscribe a su vez el conflicto. Durante el 
año anterior al inicio de nuestro trabajo de campo las relacio-
nes entre los participantes de estas organizaciones comunita-
rias empezaron a modificarse debido a la implementación de 
planes gubernamentales que procuraban contribuir a paliar los 
efectos más graves de la crisis. El plan estratégico implementa-
do durante esos años, llamado Jefes y Jefas de Hogar, consistía 
en la distribución de una asignación “salarial” elemental que 
garantizaba un acceso mínimo a los bienes de la canasta fami-
6  Hacia finales del 2001 y 
hasta el 2003 la Argentina 
experimentó una grave 
crisis política y económica 
que implicó la caída del 
gobierno elegido en 1999 
y una bancarrota fiscal con 
una enorme escalada de la 
pobreza y el desempleo – 
algunas caracterizaciones 
más detalladas de la crisis 
pueden encontrarse en: 
Lobato y Suriano, (2003) y 
Fradkin (2002).
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liar. El dinero se otorgaba a las cabezas masculinas o femeninas 
de los hogares a partir de un registro de personas en situación 
de extrema pobreza organizado por entidades intermedias ha-
bilitadas para “ingresar” a las personas al sistema de beneficios. 
Esta capacidad de habilitación en el sistema fue entregada a un 
conjunto bastante vasto y heterogéneo de organismos, entre los 
que se encontraban asociaciones vecinales, gremios, iglesias, 
grupos políticos y diversos tipos de organizaciones no guber-
namentales. Pero más allá de esta diversidad y siguiendo una 
práctica habitual en la instrumentación de políticas sociales en 
Argentina, el grueso de la distribución de los beneficios fue a 
alimentar las relaciones de reciprocidad entre lideres políticos 
y ciudadanos carentes que han caracterizado las prácticas de 
múltiples estructuras partidarias en la Argentina.  
Un punto clave en las características del Plan Jefes y Jefas 
fue que debía existir una contraprestación a cambio del beneficio 
monetario. Es decir, la obtención del dinero que distribuía el Plan 
estaba condicionada a la realización de una actividad que actua-
ba como compensación de esa suma. Con esto se buscaba que, 
junto con el acceso a los consumos básicos, el plan mantuviera o 
incentivara el habito del trabajo evitando que la entrega del dine-
ro fuera vivida como una mera dádiva pública, lo que afectaría la 
“autoestima” y la “cultura productiva” de los beneficiarios.7 
A través de sus vínculos con el sindicato de docentes, José 
Bueno recibió la propuesta de ofrecer las asignaciones salariales 
otorgadas por el Plan Jefes y Jefas a los participantes de las orga-
nizaciones comunitarias que él había promovido. De esta ma-
nera, el Suteba operaba como mediador en la instrumentación 
del Plan y aprovechaba la red social de José Bueno para su dis-
tribución. Debido a su inclusión en el Plan, las actividades que 
se habían realizado voluntariamente en la Huerta y el Comedor 
comenzaron a formar parte de un régimen de contraprestacio-
nes exigibles a cambio de la recepción de la suma monetaria 
otorgada por el Estado. Esto modificó notablemente las lógicas 
de la acción colectiva en ambas organizaciones comunitarias. 
Los liderazgos informales ejercidos por José Bueno, su 
esposa Justina y su vecina y amiga María, adquirieron cier-
to grado de formalidad. Por un lado, José se transformó en 
el responsable de “incluir” a los vecinos como beneficiarios 
del Plan. Así, un líder cuya influencia estaba basada en su 
amplitud y bonhomía debió asumir la función de “habilitar 
y controlar” a sus pares lo que entraba en conflicto con las 
características personales que, justamente, le habían otor-
gado reconocimiento entre los vecinos. A su vez, quienes 
coordinaban las actividades comunitarias en la Huerta y el 
Comedor, Justina y María, debían entregar mensualmente 
al Suteba una planilla donde constaran las asistencias e ina-
sistencias de los beneficiarios del Plan. Esto implicó un pro-
fundo cambio en el tipo de liderazgo y en la manera en que 
estas vecinas eran percibidas por sus pares. De ser vecinas 
que, inspiradas por su buena fe y predisposición solidaria, 
ayudaban a palear los efectos de una crisis sin precedentes, 
pasaron a ser pseudo-funcionarias públicas que controlaban 
“patronalmente” el cumplimiento de una labor. 
Además de modificar las funciones y bases de legiti-
midad de los liderazgos, la asalarización de la participación 
comunitaria modificó profundamente las motivaciones que 
inducían al resto de los vecinos a la acción colectiva. Como 
se sabe, la existencia de “colados” (free riders) es una de las 
amenazas constantes en las dinámicas de acción colectiva.8 
La actividad grupal siempre esconde la posibilidad de que 
algunos obtengan los beneficios generados por el grupo sin 
cumplir con las obligaciones que la participación en él impli-
ca. Esta posibilidad siempre amenaza las lógicas de coopera-
ción, ya que la aparición de uno o más “colados” conlleva la 
tendencia a que decaigan los vínculos de colaboración para 
evitar la toma de ventajas que realizan quienes eluden las res-
ponsabilidades compartidas. En el caso del funcionamiento 
de la Huerta y el Comedor, la participación estaba original-
mente inspirada en la obtención de un beneficio que resulta-
ba de la actividad directa del grupo. Las colaciones para los 
niños o los productos de la Huerta eran el resultado visible 
y palpable de la labor de cada uno de los participantes de 
esas organizaciones comunitarias. Es claro que, aún así, era 
posible que algunos obtuvieran beneficios sin una participa-
ción comprometida: que sus hijos merendaran o almorzaran 
sin que los progenitores contribuyeran en el Comedor, o que 
obtuvieran productos de la Huerta sin asistir regularmente 
a trabajar en ella. Sin embargo, la forma de funcionamiento 
de esta actividad comunitaria hacia transparente que en la 
medida en que se extendieran este tipo de prácticas los bene-
ficios colectivos rápidamente desaparecerían.
7 La implementación del 
plan a través de entidades 
intermedias implicaba que 
gran parte de las activida-
des de contraprestación 
consistieran en formas de 
participación en las mis-
mas entidades que “entre-
gaban” las asignaciones sa-
lariales. Como lo muestran 
una muy vasta cantidad de 
trabajos, una de las formas 
más paradigmáticas de 
instrumentación de estos 
planes se dio a través de 
una relativamente nueva 
forma de organización 
política: los Movimientos 
Piqueteros, que condicio-
naban la entrega del dine-
ro a la participación en las 
actividades partidarias y 
marchas organizadas por 
ellos para la obtención 
de sus reivindicaciones – 
consistentes, la más de las 
veces, en la obtención de 
mayor cantidad de asig-
naciones salariales (para 
una descripción de estas 
prácticas y del movimien-
to en general ver: AUYERO, 
2002; SVAMPA y PEREYRA, 
2003; MASSETTI, 2004).
8  Nos referimos aquí a los 
conocidos dilemas que 
surgen en toda dinámica 
de acción colectiva y que 
fueron analizados en el 
clásico trabajo de Olson 
(1965). En esta tradición, 
Nino (2005) ha señalado 
que cierta tendencia a la 
conducta anómica hace 
más frecuentes y ubicuas 
estas dificultades en el 
caso argentino.
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primera aproximación descriptiva es que colaboración y conflicto 
no son dos procesos mutuamente excluyentes. Las mismas tramas 
que permiten formas de colaboración entre vecinos, son el contexto 
en el que pueden suscitarse conflictos debido a las complejidades mis-
mas que implica la acción colectiva. Es interesante notar aquí que 
un 63,3% de los encuestados indicaron que conocían previamente 
a los vecinos con los que luego entraron en conflicto y entre ellos 
un 25% manifestó que sus relaciones anteriores eran cercanas o 
muy cercanas (afectivas). Es decir, que los datos de la encuesta re-
fuerzan la hipótesis de que no existen relaciones sociales estáticas 
(grupos de personas que mantienen conflictos y otros que no los 
tienen) sino que existen relaciones dinámicas que oscilan entre for-
matos conflictivos y de colaboración.
Otra cuestión que sugiere la anterior descripción es que 
la incidencia del Estado en estas tramas de sociabilidad puede 
transformarse en una nueva fuente de tensión. Si bien es frecuen-
te que la intervención del Estado en estas redes sociales implique 
una mayor afluencia de recursos que circulan a través de ellas, 
también es habitual que las formas de distribución y circulación 
que promueve el mismo Estado agrave los conflictos, sobre todo 
porque la “mediación” que habitualmente ejercen diversas orga-
nizaciones en esa distribución introduce una serie de intereses 
que no necesariamente coinciden con los de los beneficiarios.9  
Así, puede ya discernirse en estas dinámicas parte de los 
elementos que constituyen un clima social desfavorable, en 
el que surgen percepciones negativas respecto de las agencias 
estatales y los conflictos en las tramas de sociabilidad vecinal. 
Sin embargo, terminar de reconocer los orígenes del conflic-
to y la desconfianza en el Estado que se manifestaban en la 
encuesta exige explorar algo más las dinámicas de sociabili-
dad vecinal, considerando los efectos que las experiencias de 
inseguridad tienen en ellas y conociendo el desenlace de las 
formas de organización comunitaria que exploramos.
Experiencias y percepciones de la inseguridad
Las conversaciones habituales y espontáneas que escu-
chamos durante nuestro trabajo de campo mostraban que 
los episodios relacionados a la inseguridad eran parte de las 
preocupaciones cotidianas de los vecinos. Durante las prime-
La asalarización de los vínculos generada por el Plan modi-
ficó esta lógica. En primer lugar, el acceso al recurso monetario 
se transformó en la finalidad principal de los participantes colo-
cando en un segundo lugar o a veces transformando en irrele-
vantes los beneficios que resultaban de las actividades específicas 
de la Huerta o el Comedor. Por otro lado, los recursos obtenidos 
por los beneficiarios dejaron de ser el resultado concreto de su 
actividad. Es decir, el dinero recibido no era el producto directo de 
la acción comunitaria. Esto volvió transparente el hecho de que la 
no participación en las actividades cotidianas de la Huerta o el Co-
medor no afectaban la disponibilidad de recursos que se obtenían a 
través de ellas ya que estos provenían del flujo de dinero aportado 
por el Estado. Otro factor que alteró la lógica de acción colectiva 
fue que a partir de la  aparición del Plan el grupo original debió 
recibir a más beneficiarios que no formaban parte de la red so-
cial sobre la que los líderes fundadores tenían predicamento. Así, 
el factor de conocimiento interpersonal y consecuente “presión 
moral” que operaba como reaseguro de la participación comuni-
taria y evitación de colados sufrió una seria limitación.
En este escenario los incentivos para intentar obtener be-
neficios sin cumplir con las obligaciones comunitarias se vol-
vieron mucho más marcados y los conflictos generados por las 
permanentes sospechas y disputas en torno a este problema 
notablemente ubicuos. Mientras estuvimos realizando nuestro 
trabajo de campo en la Huerta y el Comedor, se volvieron coti-
dianas las acusaciones, tanto veladas como explícitas, respecto 
de las ausencias reiteradas de ciertos participantes o la sospecha 
de que algunos se habían apropiado indebidamente de merca-
dería para beneficio personal. Esta dinámica afectaba también 
fuertemente a los liderazgos, ya que las acusaciones de que al-
gunos recibían los beneficios sin cumplir con las contrapres-
taciones obligatorias ponían en evidencia la falta de cumpli-
miento del rol de contralor que debían ejercer los líderes. Así, 
la existencia de “colados” no solo socavaba los lazos básicos de 
cooperación, sino que además agregaba tensiones a los ya debi-
litados fundamentos de legitimidad de los liderazgos.
Al poner en relación a esta descripción con la perspectiva que 
surge de la encuesta se puede reconocer un elemento de interés. 
Si la encuesta mostraba que la integración por redes territoriales 
era común a un alto porcentaje de la población, también aparecía 
una minoría que experimentaba conflictos. Lo que sugiere esta 
9  En otro lugar  de la Ar-
gentina distante del que 
aquí tratamos, verificamos 
relaciones de colaboración 
y conflicto en las disputas 
con el Estado y en su inte-
rior mismo, produciendo 
una faccionalización de la 
sociedad local. Una con-
clusión apresurada indi-
caría que la “intervención 
estatal es mala”, pero el 
problema reside en las ló-
gicas del uso de sus recur-
sos y su distribución que 
realizan los actores del sis-
tema político (ISLA, 2009).
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ras 5 semanas de trabajo de campo pudimos constatar reite-
radas conversaciones en que los vecinos aludían espontánea-
mente (sin que nosotros los indujéramos de ninguna manera 
durante este lapso) a episodios relacionados con el delito o la 
violencia interpersonal. Estas alusiones eran, sin embargo, de 
muy distinto tenor. Uno de los temas más recurrentes eran los 
continuos hechos de mini-vandalismo que cometían los ado-
lescentes en el barrio. Los robos o destrucción de los focos del 
alumbrado público, la sustracción de pertenencias personales 
de escaso valor como ropa vieja colgada en el tendal o incluso 
pequeños animales de crianza como conejos o gallinas eran ob-
jeto de recurrentes comentarios entre vecinos. Ocasionalmen-
te, estos pequeños incidentes de vandalismo eran algo mas gra-
ves e implicaban la sustracción de algún objeto de mayor valor. 
Por ejemplo, el robo del televisor o de un equipo de música 
aprovechando el descuido  circunstancial de alguna casa (dejar 
una puerta o ventana abierta que facilitara el acceso o casas que 
quedaban momentáneamente abandonadas y eran objeto de 
saqueos de su estructura: robo de ventanas, puertas, etc.). 
Normalmente, este tipo de hechos suscitaba una espe-
cie de condena intergeneracional. Es decir, estas formas de 
vandalismo o pequeños robos eran la ocasión para que los 
adultos elaboraran juicios morales sobre los más jóvenes, co-
mentando la mutación de antiguos códigos de respecto y la 
irreverencia de los “muchachitos”, como normalmente eran 
calificados los menores de 17 o 18 años. Además de tensar las 
relaciones entre generaciones, estos hechos de robo y vanda-
lismo daban lugar a un intento de detectar a los culpables y 
reclamar lo sustraído que inscribía los conflictos en las rela-
ciones entre pares de las generaciones mayores, ya que los 
padres de los acusados eran muchas veces vistos como cóm-
plices por acción u omisión de los hechos de sus hijos. Así, 
los conflictos surgidos de pequeñas fechorías adolescentes se 
transformaban en focos de tensión en los vínculos vecinales.
Junto a esto también eran recurrentes los comentarios de 
robos premeditados en viviendas que no implicaban tan solo la 
sustracción de algún objeto descuidado, sino de la mayor parte 
de las pertenencias de sus moradores.  En algunas ocasiones los 
relatos referían a episodios sufridos por quienes los narraban o 
familiares o vecinos cercanos, lo que daba certezas de que eran 
hechos que efectivamente habían sucedido. En otras ocasiones 
se trataba de rumores que circulaban en el barrio y que gene-
raban menores certezas sobre si efectivamente habían ocurrido 
y cómo se habían sucedido los hechos. Habitualmente, estos 
episodios generaban una profunda sensación de desamparo y 
temor, ya que, a diferencia de los robos menores, se hacia difícil 
a los damnificados reponer los bienes perdidos y por lo tanto 
implicaban una seria amenaza a las condiciones de vida de las 
victimas. Además, en general los damnificados y sus allegados 
sospechaban que este tipo de robos eran protagonizados por 
moradores del propio barrio, lo que agravaba la sensación de 
exposición entre los vecinos ya que la amenaza aparecía radica-
da en ámbitos espacial y socialmente próximos.
Los robos en las viviendas solían despertar la solidaridad 
con las victimas de parte del resto de los vecinos. Esta forma de 
solidaridad se expresaba, por un lado, en una fuerte condena a 
quienes ejercían el delito dentro del barrio (como veremos, una 
condena que no era tan tajante cuando los habitantes del barrio 
lo ejercían afuera) y, a su vez, intentos de utilizar las propias redes 
sociales internas del barrio para descubrir a los culpables y lograr 
la restitución de los bienes a su dueño original. En los casos que 
pudimos observar, estos mecanismos no fueron efectivos y las 
victimas no lograron recuperar sus bienes a través de ellos. Sin 
embargo, estos mecanismos producían halos de sospecha en el 
conjunto del barrio, dando lugar a acusaciones hacia distintos 
habitantes del mismo a quienes supuestamente se los había “vis-
to” o se había “escuchado” que ofrecían los bienes robados a dis-
tintos vecinos del lugar. Pero además de mostrar cómo los episo-
dios de inseguridad tensionaban el sistema de relaciones sociales 
dentro del barrio, la operatoria de estos mecanismos mostraba 
otra cuestión: la reticencia a acudir a las agencias del Estado (po-
licía o justicia) para intentar saldar este tipo de dificultad. 
En general, esta mala predisposición a acudir a la policía 
estaba basada en dos motivos. Uno era, en principio, una ex-
tendida percepción de que el propio barrio pobre y estigmati-
zado por el resto de la ciudad constituía una alteridad respecto 
de otros sectores sociales y de las fuerzas públicas. De manera 
que acudir a estas últimas representaba una traición a la propia 
identidad y un riesgo de “sanción” por esa traición. Pero junto 
con esta sensación muchas veces tácita, coexistía la percepción 
de que la denuncia a las agencias públicas no conduciría a nada 
o, peor, se trataba de acudir a quienes eran cómplices del ac-
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cionar delictivo y exponerse entonces a represalias por parte 
de los vecinos/delincuentes que habían perpetrado los robos. 
Como lo expresaba un vecino frente a un hecho de robo: “La 
policía siempre llega tarde, cuando los necesitas nunca están. 
Si, seguro que los chorros [ladrones] trabajan para ellos.” Como 
veremos, estas sospechas funcionaban en parte como profecía 
autocumplida en la medida en que los propios vecinos se abste-
nían de convocar a la policía por este tipo de temor. 
Además, esta dificultad para invocar a las agencias públi-
cas agravaba aun más la sensación de desamparo y fomentaba 
el debate acerca de cómo proceder, que en sí mismo agrega-
ba tensiones a las relaciones vecinales. Pero antes de avanzar 
sobre ello, queremos incluir algunas formas más en que la 
temática de la inseguridad aparecía en el vecindario. Junto a 
los ya mencionados casos de vandalismos y robos, otra for-
ma recurrente en que la temática de la inseguridad surgía 
en las conversaciones cotidianas era la alusión a peleas con 
violencia física entre vecinos. Los relatos que concitaban más 
atención no aludían a confrontaciones convencionales entre 
vecinos por algún hecho circunstancial, sino a hechos de con-
frontación grave que implicaba muchas veces el uso de armas 
blancas o lesiones severas entre contrincantes.
Este tipo de episodios de violencia interpersonal, tam-
poco era protagonizada por vecinos comunes, sino que nor-
malmente tenia como protagonistas a personas que habían 
tenido incidentes con la ley, y remitían a “ajustes de cuentas”. 
Sin embargo, estos no siempre tenían que ver con cuestiones 
de dinero, sino que se relacionaban muchas veces con ren-
cillas vinculadas a “cuestiones de honor”: ofensas y desafíos 
que debían ser vengados. En estos casos, los debates entre 
quienes comentaban las peleas consistían en elaboraciones 
morales sobre la valentía de los contendientes y las causas de 
la confrontación (quien merecía o no castigos por su com-
portamiento). Así, en los debates sobre las peleas, se elabo-
raba sobre cuestiones como los criterios de masculinidad o 
de honor más que sobre el respeto por los principios legales.
Los relatos sobre estos episodios exponían también otra 
manera en que la cuestión de la inseguridad estaba presente 
en el barrio, y esto es que parte de los habitantes del barrio e 
incluso de quienes participaban en la Huerta o el Comedor 
poseían familiares cercanos que tenían o habían tenido con-
flictos con la ley. En estos casos, sin embargo, la predisposi-
ción general de la comunidad no era abiertamente condena-
toria para quienes públicamente manifestaban dedicarse al 
“delito”.  En varios casos, se intentaba neutralizar el poten-
cial estigma asimilando al delito con el trabajo u omitiendo 
juicios sobre ellos (¡Yo no los juzgo!; ¡es un trabajo como 
cualquier otro!) o concentrándose en los padecimientos que 
los afectivamente cercanos sufrían como consecuencia de la 
actividad delictiva de sus familiares. Así, pudimos observar 
cómo las redes sociales vecinales operaban, al menos públi-
camente, como “contención” sobre todo de carácter emo-
cional, para una esposa con su marido preso o existía cierta 
consideración respecto de una madre que padecía adicción 
a las drogas y había también caído presa por encubrir a su 
marido que se dedicaba al robo. 
Por supuesto, esas formas de consideración incluían 
criterios con los que se pretendía “segregar” al mundo del 
delito. Como hemos sugerido, la actividad delictiva por ha-
bitantes del barrio era tolerada en la medida en que esta se 
ejerciera fuera de él, pero condenada cuando esta se ejercía 
adentro. Así, surgía una distinción entre los “altos chorros” 
a quienes se definía como de larga presencia en el barrio, se 
les imputaba un buen nivel económico y que supuestamen-
te respetaban la prohibición de no robar dentro del barrio y 
luego los “rateritos” (identificados con las generaciones mas 
jóvenes)  a quienes se los acusaba de robar dentro del barrio 
y no disfrutar de un buen nivel de vida. 
Esta distinción moral entre delincuentes aceptados y no 
aceptados daba lugar a una importante ambigüedad en la ca-
lificación que se hacían de unos y otros individuos. Si el có-
digo moral permitía discernir en términos abstractos lo que 
era una trasgresión aceptable de aquella que no lo era, definir 
a los hechos particulares y a los sujetos específicos en una u 
otra categoría era una tarea más compleja y objeto de recu-
rrente debate. Dependiendo mucho de la red social dentro 
de la que uno se situara y de otras cuestiones circunstanciales 
un mismo sujeto o un mismo hecho podía ser definido como 
aceptable o no aceptable. Y era así que las olas de sospecha 
que surgían en el barrio cuando ocurrían robos a su interior 
atravesaban normalmente estas “líneas de falla” tratando de 
discernir qué tipo de delincuente podría ser tal o cual vecino.
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El desenlace de la Huerta y el Comedor tuvo justamente 
que ver con robos de estas características y cómo estas tensio-
nes se manifestaron al interior del tejido social que componían 
a estas organizaciones comunitarias. Uno de los hechos consis-
tió en un robo perpetrado al Comedor. Durante una noche el 
Comedor fue saqueado, le sustrajeron todos los alimentos y las 
garrafas con las que cocinaban. La reposición de la mercade-
ría fue compleja pero lograron resolverla con relativa celeridad 
y el Comedor logró seguir funcionando con normalidad. Sin 
embargo, esto suscitó una primera ola de tensiones entre los 
participantes y además las habituales sospechas hacia algunos 
vecinos. En este caso una conversación entre algunos de los 
participantes del Comedor muestra elocuentemente los senti-
dos que se construían en torno a estos episodios:
Ana: Entraron a robar anteayer [al Comedor] y se llevaron un 
montón de cosas, garrafas incluidas.
El Gayeta: Yo sé quienes fueron. Los de acá, Pablo... [señala la casa 
inmediatamente adyacente al fondo del comedor] el otro día 
estaban hablando de llevarse cosas. Antes de que llegaran estos, 
no robaban y ahora que llegaron de repente roban. Y van y lo 
venden todo. Mañana o pasado capaz que vienen y se llevan los 
ladrillos y se hacen la casa ellos. 
A partir de esta acusación comenzaron una serie de ela-
boraciones morales acerca de las características de los vecinos 
acusados del robo. Por ejemplo, Justina se refirió a los vecinos 
como “loquitos” y “sacados” agregando que son todos “mucha-
chos jóvenes, que están sin hacer nada” y señalando: “andan 
todo el día de acá para allá, de a dos, de a tres, no pueden que-
darse quietos”.  Juan Carlos agregó: “Y a la noche se juntan de 
a diez, once y están de festichola toda la noche”. “Y ni siquiera 
esperaron” agregó Justina: “Se mudaron... ¿cuando?... el lunes, 
y ya el martes a la noche entraron... Justo al lado tenían que 
mudarse. Incluso Néstor [el anterior ocupante de la casa vecina, 
según parece], que robaba, con nosotros nunca se metió. Has-
ta gauchito [ayudaba o colaboraba] era...”. “No respetan nada” 
asintió Norma. Juan Carlos aclaró: “Y allá abajo, [había un tipo 
que] también robaba, por allá hacia sus cosas, pero con uno no 
se metía. Yo no lo juzgo, mientras no se meta con uno.”
Otro tema fue la posibilidad de hacer la denuncia policial. 
Por ejemplo, Claudia preguntó a  Justina si había hecho la denun-
cia.  Pero Justina respondió dubitativamente que: “No, porque 
José [Bueno] no quiere”, pero no sonaba demasiado convincente 
y reconocía que: “Todo el mundo me dice que la haga.”  Claudia 
agregaba que si no hacían la denuncia o si hablaban con ellos [los 
delincuentes] o les ofrecían dinero [a cambio de la devolución de 
lo sustraído] darían señales de debilidad y eso podría exponerlos 
a más robos. Pero otros vecinos dudaban diciendo que si hacían 
la denuncia también era posible que en venganza volvieran a ro-
barlos. A su vez otra vecina, Patricia, mencionaba que Marcelo 
[su esposo] estaba muy indignado y había llamado por teléfono 
para hacer la denuncia, pero que  la policía indicó que debía ir 
personalmente: “Igual, lo mejor sería que la [denuncia] hiciera 
alguien de acá [los líderes del Comedor]; y si tienen miedo que 
digan “nos robaron” y listo, que no digan quién fue.” La falta de 
claridad acerca del curso de acción producía temor, en parte por-
que ponía en evidencia el desamparo colectivo frente a este tipo 
de hechos, pero además concretamente porque no había certezas 
de que no volviera a suceder. Patricia puso estas sensaciones en 
palabras: “Algo hay que hacer, porque sino te toman de punto y 
van a seguir entrando [a robar].”
Varios meses después de este primer incidente se desenca-
denó un segundo hecho que contribuyo a la disolución de las 
organizaciones comunitarias. En julio del 2004 robaron en la 
casa de José Bueno. El hecho de que robaran a uno de los líde-
res comunitarios agravó la sensación entre los vecinos de que 
los niveles de consenso moral y solidaridad vecinal se encon-
traban en proceso de disolución. Nuevamente es interesante re-
construir algunas de las conversaciones en torno al hecho para 
ver la elaboración de sentidos que se suscito frente al episodio.
Durante una conversación casual Justina comentó en voz 
muy baja que le habían robado. Enseguida surgió la pregunta 
si sabía quién había sido. Justina respondió: “sí, unos chicos 
del barrio, que están hasta acá, están re-jugados.”10  Analía 
pregunto si no habían sido los mismos que habían robado el 
Comedor, gente que había venido de afuera. Justina contes-
to que no, que fueron chicos del barrio y luego agrego que a 
los dos o tres días habían caído presos y los habían llevado a 
un instituto de máxima seguridad. Justina relataba los hechos 
muy mortificada: “te digo que si me puse mal porque me afa-
10  En graves problemas 
con la ley: robos y drogas.
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naron [robaron], cuando me enteré que se los habían llevado 
a un [instituto] cerrado me puse peor.” A diferencia de lo que 
ocurrió en el incidente del comedor, en este caso había hecho 
la denuncia policial: “Sí, la hice: ¡porque ya estoy re-podrida!; 
además ya está [hecho]”. Justina señalaba que era extraño que 
les robaran justo a ellos sugiriendo que esperaba “respeto” de-
bido al aprecio y liderazgo del que gozaban ella y su marido 
en el barrio. Analía coincidía: “la verdad que sí.” Justina agre-
gó en ese momento una frase que preanunciaba su partida: 
“no, no sé, para mí [en este barrio] ya está, se acabó acá.” 
Los hechos relatados muestran la compleja manera en 
que impactan los episodios de inseguridad en la trama ve-
cinal. Inicialmente, es importante señalar que no todo lo re-
lacionado al delito o la inseguridad tiene el mismo efecto, ni 
adquiere mecánicamente los mismos sentidos. Los episodios 
de violencia interpersonal, relacionados con cuestiones de 
honor o la masculinidad, no parecen tener efectos que tras-
ciendan a los actores específicamente involucrados. Por otro 
lado, la mera presencia de personas en conflicto con la ley 
tampoco parece suscitar grandes preocupaciones. En cam-
bio, aquellos episodios que falsean la expectativa de que las 
propias redes de sociabilidad vecinal operen como protec-
ción frente al delito son los que generan mayores reacciones. 
En ese sentido, el robo al Comedor o a la casa de José y Jus-
tina, fueron particularmente traumáticos; y esto no solo para 
las víctimas directas, sino que también suscitaron halos de sos-
pecha y temor a través de las propias redes sociales del barrio. 
En concreto, la dinámica observada muestra que a la vez que 
los episodios de inseguridad pueden suscitarse en redes socia-
les conflictivas en las que no existen protecciones recíprocas 
entre vecinos, estos también pueden disparar las sospechas en-
tre vecinos de un barrio retroalimentando tensiones entre ellos 
y sobre todo vaciando o amenazando con vaciar de contenido 
identitario o comunitario los vínculos de sociabilidad territo-
rial. En ese sentido, particularmente el robo a la casa de José y 
Justina Bueno pueden poner en evidencia tanto que al “forma-
lizarse” por su inclusión en el plan estatal esos liderazgos per-
dieron parte de su legitimidad y en eso de la protección que la 
red vecinal les brindaba y/o que esos mismos robos generaron 
un clima de sospecha y desazón (ruptura del sentido de perte-
nencia) que contribuyó (aunque no haya sido el único factor 
interviniente) a la disolución de las tramas vecinales de coope-
ración. En cualquiera de los dos casos, estos hechos confirman 
lo sugerido por los datos de la encuesta y la ambigüedad de 
los resultados encontrados en otras investigaciones: las tramas 
sociales vecinales no tienen formatos fijos, pueden variar epi-
sódicamente entre la cooperación, el conflicto y la destitución.
Otra cuestión que estos relatos también ponen en evidencia 
es que el temor que surge de constatar que las propias redes veci-
nales no “siempre” protegen frente al delito se magnifica porque 
tampoco las agencias del Estado (como la policía o la justicia) 
son percibidas como protección frente a él. De esta manera, los 
episodios de inseguridad que se perciben como generados por 
los propios vecinos del barrio producen una doble sensación de 
desprotección: ponen en evidencia que ni las tramas informales 
de sociabilidad, ni las agencias del Estado pueden ser invocadas 
para al menos regular y mediar en su incidencia. 
Desenlace
Hacia junio del año 2004 las dinámicas del Comedor co-
menzaron a transformarse profundamente. Era el momen-
to de las elecciones internas del Suteba y Juan (el secretario 
local que prestaba su casa para el funcionamiento del Co-
medor) buscaba mantener su lugar dentro del sindicato. En 
ese contexto, Juan comenzó activamente a sumar recursos al 
funcionamiento del Comedor. Esta actividad se produjo de 
dos maneras. Por un lado, dos estudiantes universitarios que 
además participaban de la actividad sindical convocaron a 
compañeros, fundamentalmente de la carrera de trabajo so-
cial, a participar de las actividades del Comedor. Esto agre-
gó al funcionamiento cotidiano del Comedor tareas como 
el apoyo escolar y otras actividades de recreación. Por otro 
lado, el Sindicato obtuvo un subsidio de contrapartes de Es-
paña para mejorar los servicios brindados por el Comedor.
Como resultado de estos apoyos la cantidad de participan-
tes en la organización del Comedor se incremento notablemen-
te, pero también se volvió más heterogénea. A los vecinos que 
habitualmente participaban se sumaron un grupo de unos 6 o 7 
estudiantes universitarios de un origen social y un rango etáreo 
marcadamente distinto al que caracterizaba a los más habituales 
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miembros del Comedor. Pero además, este grupo nuevo traía sus 
propios liderazgos que diferían de los originales no solo respecto 
de los individuos que los encarnaban, sino, además, en las pau-
tas de interacción que imponían. En principio, la inclusión de 
este grupo introdujo tensiones porque desarticulaba las formas 
en que habitualmente las participantes del barrio habían “con-
trolado” la conducta de los niños que asistían al Comedor. Esto 
produjo desajustes en el funcionamiento cotidiano que incomo-
daban a las organizadoras originarias. Además de ello, los líderes 
provenientes del Sindicato y la Universidad tendieron primero a 
generar tensiones con los líderes locales (José y Justina) lo que, 
como veremos, terminó en su destitución.
La llegada de los subsidios del exterior tuvo efectos comple-
mentarios con los anteriores. Estos llegaron en el pináculo de la 
campaña electoral del Suteba e implicaron en principio nuevos 
recursos para el comedor. Así, gracias a los recursos obtenidos 
por Juan se realizaron mejoras edilicias en el Comedor y se in-
corporaron una cocina y mobiliario nuevo. Además, la provisión 
de alimentos se enriqueció notoriamente, mejorando la calidad 
y cantidad de los mismos. Esto produjo un crecimiento en el nú-
mero de niños que asistían al Comedor, sobre todo cuando se 
hacia público que habría “pollo y helados” en el almuerzo de los 
fines de semana. Durante los días en que llegaban estas provisio-
nes y se desarrollaba la campaña electoral dentro del Sindicato, el 
Comedor fue visitado por el secretario nacional del Suteba junto 
a otros miembros encumbrados del mismo. En esos momentos 
la presencia de Juan y de los dirigentes estudiantiles afines al Sin-
dicato fue notoria. Pero esto agravó las tensiones de José Bueno y 
Justina, su mujer, con liderazgos locales. Desanimados por haber 
sufrido el robo de su vivienda y sintiéndose desplazados por la 
nueva dinámica del Comedor, ellos terminaron abandonando 
primero su rol en las organizaciones vecinales y al poco tiempo 
se mudaron fuera del barrio.
El comedor permaneció funcionando poco tiempo des-
pués de la salida de José y Justina. Sin embargo, la asistencia 
externa tanto en lo que respecta a la participación de los estu-
diantes universitarios como de los recursos adicionales deca-
yó rápidamente luego de las elecciones sindicales. Finalmente 
Juan, al poco tiempo de ser reelegido en su cargo sindical, 
reclamó la casa que había cedido al Comedor beneficiándose 
de las reformas y enceres que habían incorporado gracias al 
subsidio. Aunque se hicieron planes para intentar continuar 
el Comedor en otras locaciones estas ya no prosperaron. La 
percepción de los vecinos de que finalmente sus organizacio-
nes habían sido “utilizadas” con fines políticos, la desapari-
ción de los liderazgos naturales y también el hecho de que 
la situación económica nacional había mejorado terminaron 
socavando definitivamente las bases de la acción colectiva.
Este desenlace de las organizaciones comunitarias del ba-
rrio puede ser interpretado como una suerte de sinécdoque de 
los contextos en los que se constituye, a la vez, la percepción de 
que media una distancia entre los modelos idealizados de acción 
estatal y su verdadera práctica y junto con ello la falta de confian-
za en las agencias públicas que muestran los datos estadísticos 
de la encuesta. El hecho de que las políticas públicas sean me-
diadas por entidades que tienen intereses que les son inheren-
tes, pero distintos de los beneficiarios, hace que estos interfieran 
finalmente con los objetivos formalmente proclamados por 
las políticas públicas. Lejos de haber naturalizado o aceptado 
estas prácticas, los beneficiarios de estas políticas perciben la 
distancia entre el ser y el deber ser de esta instrumentación 
dando lugar a una percepción negativa de las agencias públi-
cas. Aunque este proceso específico no afecta directamente a 
la cuestión de la inseguridad, la trama y las representaciones 
que estas formas de relación social operan como contexto que 
dota de sentido y así produce ciertas formas de percepción y 
reacción frente a las experiencias de inseguridad y las agen-
cias que supuestamente las previenen y combaten. 
Conclusiones
Nuestra exploración de las dinámicas de interacción en 
un enclave urbano pobre y sus imbricaciones con los datos 
estadísticos permiten mostrar las complejas formas de in-
tegración y fragmentación social que se manifiestan en los 
vínculos interpersonales de sociabilidad y las intervenciones 
que las agencias públicas o “del Estado” tienen sobre ellas. 
Por un lado, respecto de las relaciones que tienen lugar en las 
esferas más íntimas de amistad vecinal la descripción etno-
gráfica muestra algo que también esta expresado en la visión 
más general que refleja la encuesta. Las tramas de relacio-
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nes sociales en el ámbito territorial constituyen importantes 
mecanismos de articulación social. Los datos estadísticos 
muestran que la mayor parte de la población mantiene redes 
significativas de intercambio en la proximidad territorial de 
su vivienda y, además, como lo pone en evidencia la expe-
riencia de la Huerta y el Comedor, estas redes en los espacios 
urbanos más segregados pueden dar lugar a prácticas de coo-
peración en momentos críticos. Sin embargo, esto no impli-
ca que estos lazos estén exentos de tensiones que amenacen 
esas propias formas de cooperación. El hecho de que conti-
nuamente las dinámicas de cooperación se vean acechadas 
por la lógica del “colado” muestra que existen tensiones que 
complejizan esos mismos vínculos cooperativos. Además, la 
existencia de robos y pequeños vandalismos en la trama de 
sociabilidad vecinal señala los límites de estas formas de coo-
peración y las tensiones que emergen paralelamente a ellas. 
Todos estos elementos sugieren la necesidad de una conclu-
sión matizada. En contradicción con las tesis clásicas que articu-
laban pobreza material, desorganización de los lazos sociales y 
violencia interpersonal, los datos que hemos obtenido sugieren 
que en los enclaves urbanos pobres se mantienen vínculos ve-
cinales que pueden dar lugar a importantes formas de coopera-
ción. Sin embargo, a la vez que el material recogido cuestiona en 
parte esa tesis clásica, no permite una refutación absoluta de ella. 
Nuestras observaciones etnográficas muestran que estas mismas 
redes de colaboración en parte contienen dentro de sí el germen 
del conflicto y en parte conviven con vínculos “externos” que 
producen tensiones. Y, justamente por estas “convivencias” es 
que pueden mutar hacia relaciones problemáticas en las que sí se 
conformaría la asociación entre carencia material, tensiones en 
los lazos sociales y violencia interpersonal.  
Pero hay más. Los datos presentados indican que la cons-
titución de estas tramas y sus transformaciones tampoco pue-
den comprenderse sino se toma en cuenta que el Estado en 
tanto principio normativo abstracto y sus agencias derivadas 
como manifestación “concreta” (y en parte contradictoria) de 
ese principio no son totalmente “externos” a estos vínculos. 
Las formas relacionales que los principios y las agencias esta-
tales promueven entre los habitantes de las barriadas pobres 
implican interacciones que dan lugar a co-producciones, tan-
to de los lazos de cooperación que se dan entre vecinos como 
de las tensiones que los atraviesan. Un claro ejemplo de esta 
dinámica puede verse en la forma en que se instrumentó el 
Plan de Jefes y Jefas de hogar. En la instrumentación del Plan 
puede notarse que si bien la búsqueda de niveles mínimos de 
equidad y bienestar inscriptas en él constituían una represen-
tación normativa del Estado (la garantía constitucional de de-
rechos sociales mínimos), este no aparece de manera mani-
fiesta frente a los vecinos. Las agencias del Estado, los actores 
que finalmente “instrumentan” el plan, aparecen como una 
entidad difusa que operan a través de organizaciones inter-
medias y de los propios lazos sociales vecinales. 
Esta doble forma inscripción del Estado en los vín-
culos territoriales, si bien, en parte, los nutre de algunos 
recursos como las asignaciones salariales y “consagra” los 
liderazgos locales al darles un marco institucional, tam-
bién desnaturaliza esos vínculos. Por un lado, porque las 
bases de legitimidad del Estado no coinciden plenamen-
te con las que sostienen los liderazgos informales en un 
barrio. Por ese motivo, el rol institucionalizado que estos 
terminan asumiendo genera tensiones en sus fuentes origi-
nales de legitimidad. Pero, por otro lado,  y más importan-
te aún, porque las propias entidades intermedias a través 
de las cuales se instrumentan los planes del Estado están 
atravesadas por sus propias lógicas e intereses. Así, lo que 
“experimentan” los vecinos es la acción del Estado (en tan-
to principio abstracto) mediada por una compleja trama 
de relaciones que interactúan modificando y sesgando de 
diversas formas las intenciones normativas originales ins-
criptas en las acciones de las agencias públicas.11  
La percepción negativa de las agencias del Estado que se 
manifiesta en la encuesta en términos de los bajos niveles de 
confianza que estas suscitan en la población tiene como ori-
gen justamente esta forma de inscripción de sus prácticas en 
las tramas de vinculación social. Las agencias estatales cuyo 
origen radica en marcos normativos que implican una ac-
ción según principios de ciudadanía y equidad de derechos, 
aparecen actuando en la práctica cotidiana a través de múlti-
ples intereses que sesgan sus intervenciones. La desconfianza 
que suscitan y la extendida percepción de que son corruptas, 
resulta de que la población percibe la distancia entre lo que 
deberían ser y lo que efectivamente son. 
11  En el fondo sigue mani-
festándose aquí una vieja 
dificultad de la relación 
entre Estado y sistema po-
lítico característico de la 
cultura e institucionalidad 
política en Argentina. Ya 
que la no diferenciación 
entre los roles de “gobier-
no” y una administración 
pública que opere inde-
pendientemente de los 
intereses de los partidos y 
fracciones políticas termi-
na subsumiendo los inte-
reses colectivos  a aquellos 
de las corporaciones que 
administran los recursos 
del Estado, particularmen-
te en el caso de las polí-
ticas sociales aunque no 
solo de ellas.
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Ahora, si nos hemos detenido en mostrar las dinámicas ge-
nerales de acción del Estado es para poner en contexto la cuestión 
que más centralmente nos concierne en este caso. Las propias 
experiencias de “inseguridad” que la población padece se inscri-
ben en este marco de percepciones sobre las agencias públicas y 
sus formas de intervención. La extendida sensación de que las 
agencias del Estado operan de acuerdo a múltiples intereses de 
los actores intervinientes y que no puede confiarse en que se ape-
guen a los marcos normativos que les dan origen, esta también 
fuertemente presente en la percepción que se tiene de la policía y 
la reticencia a convocarla frente a episodios de inseguridad. 
Como lo muestran algunas declaraciones de los actores 
víctimas de los episodios de inseguridad que describimos, la 
policía es, muchas veces, percibida como cómplice de quienes 
cometen delitos. Y en ese contexto se teme que la denuncia de 
un robo más que dar lugar a la probabilidad de recuperar lo 
robado o de que se persiga al perpetrador de esos robos, genere 
la posibilidad de un nuevo castigo por parte de los delincuentes 
que se encuentran en connivencia con las fuerzas del orden. 
Más aún, aunque en este caso las declaraciones de nuestros 
informantes no explicitan esta sospecha, otros trabajos han 
mostrado que es también común suponer que los sistemas de 
reciprocidad que articulan a la policía con la delincuencia in-
cluyen a actores del sistema político, con lo cuál los riesgos de 
la denuncia y la imposibilidad de controlar el peligro de ser vic-
timizado es experimentado aún en mayor medida (ISLA, 2003; 
AUYERO, 2007; MÍGUEZ, 2007; SAIN, 2008).
A esto se agrega que la ausencia de confianza en un poder 
“mediador” y normativo del Estado hace que los episodios de in-
seguridad tengan aún un mayor impacto en el tejido social vecinal. 
En parte esto ocurre porque la desconfianza en las agencias del Es-
tado da lugar a una sensación de desprotección que produce como 
respuesta o reacción la tendencia a “abroquelarse” en la propia vi-
vienda o en el mejor de los casos en una red social acotada que 
opere hasta cierto punto como defensa frente al riesgo. Y, junto con 
esto, por fuera de esa red se constituyen sospechas sobre posibles 
causantes de la inseguridad y el recurso a mecanismos “informa-
les” de protección y castigo que tensan las relaciones entre vecinos. 
Así, los episodios de inseguridad terminan creando condiciones 
que aportan a la vez a la destitución de los lazos sociales y a incre-
mentar la desconfianza en las múltiples dimensiones del Estado. 
De esta manera la descripción etnográfica termina de do-
tar de sentido a la imagen más estática que revelan los datos de 
la encuesta. Mientras, por un lado, puede verse que el desplaza-
miento de las agencias del Estado respecto del parámetro nor-
mativo que debería regularlas produce desconfianza respecto a 
ellas, su incapacidad de mediar  y de ser un agente externo de 
protección de abusos en los lazos vecinales es una de las fuentes 
de conflicto en ellos. Notoriamente este conflicto no es perma-
nente, cuando ocurre no se extiende a todo el tejido social sino 
a segmentos dentro de él y por ello no afecta a la mayoría. Sin 
embargo, cuando este surge asociado a los episodios de insegu-
ridad el “vacío” dejado por las agencias públicas produce con-
diciones que en términos de los efectos en la sociabilidad y la 
percepción del riesgo, magnifican su incidencia y pueden dar 
lugar a la destitución de al menos algunos fragmentos de los 
sistemas de relación social propios del espacio vecinal.
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En varias partes de América Latina las experien-
cias y las percepciones de la inseguridad se han 
transformado en uno de los epicentros a partir 
de los cuales se configuran representaciones del 
Estado, prácticas sociales y formas particulares 
de relación social. Partiendo de datos produci-
dos por una encuesta y de materiales recogidos 
mediante la etnografía, nos proponemos anali-
zar estos procesos de configuración a partir de 
observar las dinámicas de interacción que tie-
nen lugar en redes sociales territoriales en encla-
ves urbanos pobres de la Argentina y las mane-
ras en que las agencias públicas y los episodios 
de victimización se inscriben en ellas.
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